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La masividad del fraude con las licencias médicas es
indicativa de una cultura que se ha extendido a gran
parte del aparato estatal, y que ha normalizado el en-
gaño como manera de obtener beneficios personales.

Si tantos funcionarios (más de 25 mil), con tanta facilidad, pu-
dieron obtener una licencia médica y luego viajar de vacacio-
nes, y aun así seguir percibiendo su sueldo —en el sector públi-
co no se descuentan los tres primeros días de la enfermedad—,
significa que no solo había un grupo de médicos dispuestos a
entregarlas, engañando al sistema, sino que, además, en las je-
faturas respectivas no hubo una disposición para cuestionar
las licencias: resulta inimaginable que no hubiera habido indi-
cios de lo que estaba ocurriendo, dada la obvia dificultad de
mantener oculto un fraude tan
masivo ante tantas personas.
Es ese estado de cosas el que
permite caracterizar lo ocurri-
do como una “cultura del frau-
de”. 

¿Se puede combatir una
cultura así? Un comporta-
miento como el descrito, que,
aun no siendo mayoritario no es cuestionado por el resto del
sistema y se permite que continúe, es decir, que forma parte de
la manera en que “se hacen las cosas”, solo puede combatirse
elevando sustancialmente los costos en los que incurren quie-
nes lo ejercen. Esto requiere de castigos ejemplarizadores, in-
cluyendo la desvinculación del transgresor del aparato estatal
sin pago indemnizatorio alguno, y la debida publicidad de ca-
da caso, de manera que la presión de los pares y el reproche que
reciban de estos también sirva para disuadir a otros de utilizar
el fraude y el engaño en su propio beneficio. El mensaje debe
ser claro: ya no habrá impunidad para estas acciones, ni en el
plano material ni en el moral. Poco a poco, eso podría ir elimi-
nando esa conducta de las prácticas habituales y generando
una nueva cultura donde ellas ya no sean admisibles. 

Hasta ahora, la desidia o la falta de decisión de muchas de
las jefaturas directas aparecían como obstáculos casi insalvables
para identificar y perseguir a los responsables. Sin embargo, la
contralora general de la República, Dorothy Pérez, ha mostrado
un poderoso camino: el uso de la información digital, que per-
mite, a bajo costo y con gran rapidez, cruzar las bases de datos

de quienes están haciendo uso de una licencia médica, con los
datos de todos los funcionarios públicos, y esos, a su vez, con
los registros de las salidas del país que mantiene la PDI; además,
eso también se puede hacer, como ya lo anunció la Contraloría,
con los registros de los pasajeros de los vuelos nacionales, y
eventualmente de los buses interprovinciales, para detectar a
quienes hayan viajado fuera de la ciudad en la que habitan, a
pesar de estar con licencia médica. Adicionalmente, se pueden
realizar visitas selectivas a los domicilios respectivos.

Pero, junto con mejores mecanismos de control, es necesario
revisar también la arquitectura del actual sistema de licencias y
modificar aquellos aspectos que abren espacio al fraude o lo incen-
tivan. En este sentido, parecen atendibles observaciones como las

que ha hecho el Instituto Liber-
tad y Desarrollo respecto, por
ejemplo, del actual monto del
beneficio: mientras en Chile este
cubre el 100% de la remunera-
ción, el promedio de la OCDE es
del 70%, en la idea de generar un
incentivo para la pronta reincor-
poración a funciones. No menos

pertinente resulta evaluar la posibilidad de establecer límites tem-
porales, considerando los casos que han salido a la luz de funcio-
narios que acumulan años de licencias médicas.

Tales cambios debieran considerarse para el conjunto de
los trabajadores, tanto del sector público como privado. Pero el
contexto además impone analizar costos y beneficios de una
modificación más estructural que ha sido replanteada en estos
días: la idea de terminar con la intervención de una diversidad
de actores (Fonasa, isapres, Compin, Superintendencia de Se-
guridad Social, etc.) y generar en cambio una institucionalidad
técnica y autónoma, exclusivamente encargada de administrar
y controlar el sistema de licencias, con los incentivos y faculta-
des para perseguir los abusos.

Base para cualquier cambio exitoso, sin embargo, será que
este se entienda como una señal clara al cuerpo social en su
conjunto de que el fraude constituye una conducta inacepta-
ble, que será pesquisada y castigada ejemplarmente. La persis-
tencia con que ese celo se ejerza es lo que puede conseguir, en el
mediano plazo, el cambio de cultura que reduzca radicalmente
la frecuencia de estas prácticas repudiables. 

El sentido final de las eventuales reformas al

sistema de licencias médicas debe ser

promover un cambio cultural, donde no haya

espacio para su uso fraudulento 

Combatir la cultura del fraude

Sintetizan los retrasos que ha sufrido el desarrollo
del Hospital del Salvador las dificultades que en-
frentan gran parte de los proyectos de inversión
en Chile. Durante la década pasada, los gobiernos

de Sebastián Piñera y Michelle Bachelet decidieron elevar
el estándar de la salud mediante programas de construc-
ción de decenas de hospitales. El objetivo era llevar el nú-
mero de camas per cápita a un nivel que se acercara al de
países de la OCDE. La forma de ejecutar los programas
dependió del respectivo gobierno. Mientras la primera
administración Piñera impulsó los hospitales concesio-
nados, la segunda de Bachelet, además de intentar cance-
lar las licitaciones ya otorgadas, desarrolló sus propios
programas usando mecanis-
mos que dependían del Mi-
nisterio de Salud. 

En cuanto al Salvador,
las bases de licitación inicia-
les fueron aprobadas por
Contraloría a fines de 2011,
en el gobierno de Piñera. Pero luego de numerosos cam-
bios y aclaraciones, el llamado a licitación recién vino a
ocurrir dos años más tarde. La concesión finalmente se
adjudicó a principios de 2014. En el intertanto, y debido a
las protestas de los funcionarios de salud (los mismos que
registran altos índices de licencias médicas), no se pudo
implementar un esquema de limpieza y aseo, manteni-
miento, alimentación de pacientes, seguridad y otros ser-
vicios no médicos que usara personal externo.

Posteriormente hubo numerosos cambios al contra-
to. Primero, el Ministerio de Obras Públicas se retrasó ca-
si un año en la entrega de los terrenos para el proyecto, lo
que a su vez retrasaría el comienzo de las obras del nuevo
Hospital Geriátrico, que sería construido luego del Salva-
dor. En 2017, en tanto, se encontraron restos arqueológi-
cos que obligaron a paralizar el proyecto, todo lo cual hi-

zo que el inicio de obras solo ocurriera en noviembre de
2018, siete años después de haberse aprobado las prime-
ras bases y cuatro años tras la adjudicación. Posterior-
mente ocurrieron, primero, el estallido de octubre de
2019 y, luego, la pandemia, lo que obligó a retrasar otra
vez el proyecto. Y, dado que los costos de construcción
aumentaron, hubo que renegociar el contrato de nuevo. 

Actualmente, el hospital tiene más de un 99% de
avance en obras y casi un 90% en otros aspectos, pero el
proyecto está ralentizado y escasean los recursos dispo-
nibles para terminarlo. La razón, según la concesionaria,
es que la empresa de distribución eléctrica se ha retrasado
en la conexión del suministro que permitiría seguir avan-

zando en las pruebas de los
sistemas. 

Como se ve, en el caso
de este hospital, se han con-
jugado prácticamente todas
las dificultades a que se en-
frentan los proyectos: las

protestas oportunistas de las agrupaciones de trabajado-
res estatales, los problemas y retrasos debido a los descu-
brimientos arqueológicos, el estallido de 2019 y sus con-
secuencias, y finalmente, diferencias con el monopolio de
distribución eléctrica. 

Uno de los peores efectos de cuando los proyectos
enfrentan tantos incidentes de origen externo es la difi-
cultad para determinar si el desempeño de la empresa ha
sido eficiente o si también ha contribuido a los proble-
mas. La posibilidad de esconder potenciales ineficiencias
tras razones externas diluye algunas de las virtudes del
sistema de concesiones. Es por ello que el énfasis de un
gobierno debería ser reducir al mínimo los riesgos exter-
nos y así transparentar cuando los problemas en un pro-
yecto son responsabilidad del concesionario. Solo de esa
forma se puede incentivar la eficiencia del sistema.

El énfasis de un gobierno debiera ser reducir

al mínimo los riesgos externos a que se puede

enfrentar un proyecto como este. 

Retrasos en el Hospital del Salvador

En políticas pú-
blicas hay escánda-
los que confirman lo
sabido. Es lo que ha
sucedido con la “lis-
ta de Dorothy”. El
abuso de licencias
era conocido. Solo
recuerde a algunas
parlamentarias del
Frente Amplio que,
enfrentadas a algún
contratiempo, acudían a licencias. In-
cluso Monsalve, el ex zar de nuestra
seguridad, pidió una licencia a su hija.
El fraude público tampoco es nuevo.
En medio del covid, durante el gobier-
no de Piñera, se entregó un bono para
la clase media de $500.000 a
quienes habían perdido su
trabajo o buena parte de sus
ingresos. Unos 37.000 em-
pleados fiscales lo cobraron.

Si nos atenemos a la etimología de
la palabra privilegio, esto es, una ley
particular (privus-legis), los empleados
públicos pagados con recursos de to-
dos los chilenos son “privi-legiados”.
El Estatuto Administrativo, imple-
mentado en septiembre de 1989 por la
Junta Militar, tuvo como objetivo
apernar a quienes formaban parte del
Estado. Fue una herencia política de
Pinochet que se convirtió en una con-
veniente y lucrativa bandera de lucha
para la Agrupación Nacional de Em-
pleados Fiscales (ANEF), administra-
da por la izquierda. 

Es cierto que durante la transición
a la democracia el sector público no era
buen pagador. Pero eso ya no es así.

Hoy los empleados del Estado ganan
más que los del sector privado y traba-
jan menos, ya que el ausentismo públi-
co duplica al privado. Todo esto, con
pega asegurada. 

Durante el período de la Concer-
tación, el Estado comenzó a crecer al
ritmo del crecimiento económico. Para
evitar sobrecargar la planta de “privi-
legiados”, se priorizó la contratación a
plazo fijo a través de “contratas” y fun-
ciones “a honorarios”. Ahora bien,
gracias a la creativa y afilada pluma de
un exjuez de la Corte Suprema y la in-
diferencia de un excontralor, esos em-
pleados a “contrata” obtuvieron los
mismos privilegios que los funciona-
rios de planta con solo dos años de tra-

bajo. Afortunadamente, la nueva con-
tralora enmendó el criterio de su pre-
decesor y la Corte Suprema fijó cinco
años como plazo para otorgarles esa
“confianza legítima”. 

En Chile, el Estado o, mejor dicho,
todos los chilenos, sostenemos más de
un millón de empleos. El problema es
que esa planta ha aumentado sin que
la economía acompañe. Entre el 2003
y el 2013, el crecimiento económico
superaba el 4% y la inversión era casi
un 8% del PIB. Entre 2014 y el 2024, el
crecimiento apenas superó el 2% y la
inversión fue solo un 1,1% del PIB. Pe-
ro el Estado y la permisología han se-
guido creciendo y ahogando el em-
prendimiento en un decenio de vacas

flacas. Las municipalidades son una
caja negra. Muchas campañas y favo-
res son a costa del fisco. ¿Sabe alguien
cuántos militantes del PC trabajan pa-
ra el Estado?

Algunas reparticiones suelen co-
quetear con las huelgas que, por la im-
portancia insustituible de sus funcio-
nes, nuestra Constitución prohíbe. Sin
embargo, nos hemos acostumbrado a
que el Servicio Médico Legal retrase la
digna sepultura de seres queridos, a
que el hospital público abandone a sus
enfermos o a que los profesores dejen
sin clases a los niños. Aunque el Esta-
tuto Docente es explícito ante ese “in-
cumplimiento grave de las funciones”,
el Colegio de Profesores ha tenido una

agenda más política que edu-
cacional. Y del Colegio Médi-
co, el gremio de las licencias,
mejor no hablar.

El último escándalo,
inaceptable desde donde se lo mire,
es solo otra punta del iceberg. Por eso
debemos celebrar la reacción pública
y la promesa de la Contraloría de se-
guir ahondando. La realidad del Es-
tado es más compleja de lo que supo-
nían los jóvenes del Frente Amplio.
No todo se resuelve con peroratas,
buenas intenciones, comisiones o
nuevas leyes. Se requiere de una ci-
rugía mayor antes de que el sector
público sea la casta de la motosierra.
En Chile, hay empleados públicos
ejemplares. Pero también, muchos
gatos de campo. En este gobierno, es-
ta lista parece larga.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Gatos de campo

Se requiere de una cirugía mayor antes de que

el sector público sea la casta de la motosierra.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog

Por
Leonidas Montes

Faltando un mes para que se rea-
licen las primarias del oficialismo, el
interés público parece hasta ahora
muy bajo, en un escenario en que los
casos de corrupción copan la agenda.
La apatía puede en parte deberse a
que, no habiendo primarias en la opo-
sición, una porción muy significativa
de la población mira con distancia es-
te proceso. Ello se agudiza en un con-
texto de baja popularidad del Gobier-
no que impacta a las cartas de su sec-
tor. Revelador es que las encuestas
muestran hoy a candidatos de oposi-
ción en los dos (y en algunos casos
tres) primeros lugares. Así, aunque
probablemente quien gane las prima-
rias logre sumar parte de los apoyos
de sus contendo-
res y posicionarse
mejor, hoy puede
estar primando
una percepción de
falta de competiti-
vidad: la mayoría
de la ciudadanía
no parece creer
que de esta primaria vaya a surgir el
nombre del próximo Presidente de
Chile. 

Lo anterior puede explicar tam-
bién por qué los cuatro candidatos
oficialistas han centrado su mensaje
en los problemas que vive el país, es-
pecialmente en materia de delincuen-
cia y crecimiento económico, más que
en intentar reivindicar la gestión de la
actual administración, tal vez con la
excepción del frenteamplista Gonzalo
Winter. En general, las propuestas no
reflejan un afán por proyectar al Go-
bierno; más bien al contrario. 

Con todo, son interesantes las di-
ferenciaciones que se han venido pro-
duciendo entre los distintos candida-
tos en temas como el aborto, la seguri-
dad o el acuerdo con SQM por el litio.
Pero, claro, aún más interesante es la
pregunta de hasta qué punto la iz-
quierda de Jara, la “nueva” izquierda
de Winter y la centroizquierda de To-
há representan proyectos compati-

bles y una cierta visión común de país.
De alguna manera, Carolina To-

há ha buscado reivindicar la antigua
Concertación; el agrupamiento en
torno suyo de viejas figuras de esa fe-
necida coalición lo demuestra. Winter
representa un intento por retomar el
espíritu refundacional que instaló al
actual gobierno en el poder, pero en-
frentado al dilema —tal vez insolu-
ble— de hacerse cargo del inmenso
choque de ese proyecto con la reali-
dad. Jara, en tanto, aparece atrapada
en otra síntesis imposible, entre el es-
tilo pragmático que buscó proyectar
como ministra del Trabajo y la obliga-
da fidelidad a una ortodoxia comunis-
ta incompatible con el orden demo-

crático (su visión
de Cuba es prueba
irrefutable) . A
ellos se agrega el
diputado Jaime
Mulet, carta del
Frente Regionalis-
ta y suerte de out-
sider. Ciertamen-

te, hubiera sido más consistente una
primaria que, como buscó la DC, reu-
niera al falangismo y al Socialismo
Democrático, pero este último ha pre-
ferido seguir atado a una coalición
que encarna todo un cúmulo de con-
tradicciones. 

El desafío ahora para el oficialis-
mo será mostrar su capacidad de con-
vocatoria a las urnas. Si en la primaria
de “Apruebo Dignidad”, en 2021,
participaron 1.700.000 electores, la
incorporación del Socialismo Demo-
crático debería, en teoría, aumentar
ese número. Pero todo indica que no
ocurrirá así; entre otras cosas, porque
hace cuatro años una parte de los vo-
tantes tradicionales de centroizquier-
da engrosaron los números de la pri-
maria de la izquierda. Lo claro, sin
embargo, es que si ahora la participa-
ción es significativamente menor a la
de 2021, el oficialismo arriesga llegar
fuertemente debilitado a la elección
de noviembre. 

Las propuestas no

reflejan un afán por

proyectar al Gobierno,

sino al contrario.

Primaria oficialista

En medio de tanta desazón por las noticias
cada vez más lúgubres respecto al nivel moral
del país, ver a la comunidad de Puerto Varas
levantarse tras un tornado de 178 km por ho-
ra es un respiro. Trae
nuevamente el alma al
cuerpo.

No habían pasado
ni cuatro horas del
evento, cuando me to-
có recorrer la ciudad
completamente a os-
curas, con sus enor-
mes árboles derriba-
dos, cables por todas
partes y postes en el
suelo. Techos volados,
tiendas anegadas y ca-
sas inhabitables tras el
paso del enérgico vien-
to. Muy fuerte esa primera impresión de la
“zona cero” que tan solo horas antes había vis-
to brillar con un arcoíris al fondo del Llanqui-
hue, en un día lluvioso y soleado a la vez. 

Pero fue la segunda impresión la que más
me llegó: en medio de la confusión y el desas-
tre, pude palpar una comunidad choqueada

pero no por eso paralizada; confundida, pero
segura en su reacción de ayuda. Había taco
por las calles cortadas, pero nadie tocaba la
bocina y todos esperaban pacientemente su

paso; el silencio activo
de carabineros, bom-
beros, autoridades y
de los propios habi-
tantes de la ciudad
permitía que todos
colaboraran y la pala-
bra comunidad se
sentía en plenitud. Fa-
milias enteras tuvie-
ron que abandonar su
hogar, pero no hubo
saqueos ni incivilida-
des. Al día siguiente,
decenas de volunta-
rios encaramados en

los techos sacando su lugar adelante con la
ayuda de todos.

En medio de la tragedia, fue maravilloso.
Puerto Varas tiene mucho que enseñarnos al
resto del país.

D Í A  A  D Í A

Puerto Varas

ANASTASIA

M O N U M E N T O  N A C I O N A L

—Tuvimos que suspender la cirugía de su marido porque le fue encontrada
en el hígado una piedra con grabados del siglo XVII.
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